Expediente D-155/04-05
P R O Y E C T O   D E   L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:
L   E   Y 

ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente Ley establece el procedimiento que deberá observarse en la realización de las Audiencias Públicas convocadas por el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo de la Provincia.

ARTÍCULO 2º. DEFINICIÓN. Se entiende por Audiencia Pública a la instancia de participación de la ciudadanía en el proceso de decisión administrativa o legislativa, destinada ha conocer la opinión de los ciudadanos y/o asociaciones intermedias sobre el asunto objeto de la convocatoria. 

ARTÍCULO 3º. CONVOCATORIA. La convocatoria a Audiencia Pública podrá ser efectuada por el Poder Ejecutivo, o por alguna de las Cámaras del Poder Legislativo, a cuyo fin bastará el voto favorable de la mitad más uno de los miembros del cuerpo convocante.

ARTÍCULO 4º. FINALIDAD.  Podrá constituir el objeto de la Audiencia Pública todo asunto de interés general que a criterio de la autoridad convocante amerite ser sometido a consideración de la ciudadanía, quedando expresamente excluidos los referidos a reforma constitucional, aprobación de tratados y convenios, presupuesto, recursos, creación de municipios y de órganos jurisdiccionales. 

ARTÍCULO 5º. AMBITO.  El ámbito de la convocatoria puede involucrar a todo el territorio de la Provincia, o bien circunscribirse a una región, cuando el tema sujeto a consideración se acote a una determinada zona.

ARTÍCULO 6º. FORMA. La convocatoria se efectuará con una antelación no inferior a los treinta (30) días, contendrá el objeto del llamado, la fecha y lugar de realización y de inscripción. Se publicará en el Boletín Oficial, en un diario de circulación en toda la Provincia, y en un medio correspondiente a la zona donde el proyecto pudiera tener sus efectos. Asimismo deberá indicarse la dependencia pública donde se podrán realizar consultas y obtener información respecto del asunto a tratar.

ARTÍCULO 7º. PRESIDENCIA. La presidencia de la Audiencia Pública será ejercida por el Gobernador, el responsable del área respectiva, o un funcionario con atribuciones suficientes, o por el Presidente de la Cámara legislativa convocante, según el caso, o el legislador o legisladores designados al efecto. Previo al comienzo, el Presidente deberá dar a conocer las reglas de procedimiento que regirán el funcionamiento de las Audiencias Públicas, en las cuales no podrán realizarse votaciones. 

ARTÍCULO 8º. NORMAS DE FUNCIONAMIENTO. Las Audiencias Públicas son públicas y su asistencia libre. Los interesados en hacer uso de palabra deberán inscribirse con una antelación de cinco (5) días al fijado para la realización, y aquellos que deseen formular preguntas en la Audiencia Pública deberán hacerlo por escrito y previa autorización del Presidente. Podrán intervenir, a requerimiento de la autoridad convocante, investigadores y especialistas en el asunto a tratar. 

ARTÍCULO 9º. EFECTOS. Las opiniones vertidas tendrán carácter consultivo y serán transcriptas sucintamente en un acta que se levantará a ese efecto, donde podrán ser agregadas, previa autorización del presidente, observaciones o informes escritos. La autoridad convocante consignará en los fundamentos de su decisión de qué manera se han tomado en consideración las opiniones vertidas en la audiencia pública.

ARTÍCULO 10º. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS


El norte de esta iniciativa es brindar un marco general a la realización de  Audiencias Públicas en la Provincia de Buenos Aires, para que luego el Poder Ejecutivo o la Legislatura, según quien decida convocarla, ya que se lo posibilite la norma que lo rige o se determine de acuerdo a la transcendencia del asunto, tenga un soporte referencial y legal. Consecuente con ello el proyecto dista de ser reglamentarista en cuanto a la realización y desarrollo de las mismas. 

 
De acuerdo a nuestro criterio, las Audiencias Públicas constituyen una forma de participación popular (artículo 67 de la Constitución Provincial), que tiene por objetivo receptar y conocer la opinión de la ciudadanía y/o asociaciones, o grupos intermedios, sobre asuntos de interés general para la provincia, o en su caso para la zona donde tendrá influencia la decisión (artículo 2º). 


La definición importa tomar partido por una participación amplia, en contraposición a quienes la limitan a posibles afectados o a quienes tengan un interés particular. Hemos preferido ampliar el universo de participantes en el entendimiento de que la determinación de estos últimos supuestos ocasionaría un sinnúmero de inconvenientes interpretativos que atentarían contra esencia misma del instituto. 

 
También el proyecto sigue esos lineamientos de amplitud a la hora de determinar la autoridad convocante, disponiendo que lo pueden hacer indistintamente el Poder Ejecutivo o cualquiera de las Cámaras del Poder Legislativo, y en este último caso sin necesidad de mayorías especiales (artículo 3º).

 
Se han previsto asimismo los plazos, formas y modos de la convocatoria, aunque siempre estableciendo los mínimos requisitos a cumplir, con la intención de garantizar la publicidad del acto y la mayor participación, a la par de no exagerar los supuestos formales en detrimento del fondo de la cuestión (conf. artículo 6º).

 
Respecto del ámbito territorial se prevee que pueda circunscribirse a una región.

 
En concordancia con lo dicho en el segundo párrafo, expresamente se excluyen del tratamiento en la audiencia pública los temas referidos a creación, supresión o modificación de impuestos, y en general cualquier otro tema que comprometa los recursos de la provincia; toda iniciativa vinculada a la ejecución o modificación del Presupuesto Provincial; los temas vinculados a Reforma Constitucional, como así también la aprobación de tratados y convenios, y creación de municipios y de órganos jurisdiccionales. El artículo se vincula estrechamente con la referencia que formula el inciso 1º del artículo 67 de la Constitución Provincial. 

 
Como principio general se establece que las Audiencias son públicas y de asistencia libre. Acerca de la participación se determina una previa inscripción para hacer uso de la palabra y la formulación de preguntas por escrito, con el objeto de fijar una mínima pauta de funcionamiento, quedando el resto de las normas que rigen el proceso a cargo del organismo convocante.

 
Las Audiencias Públicas no pueden someter el caso a votación, atento las opiniones vertidas tienen carácter consultivo para el Poder Ejecutivo o Legislativo. Sin embargo, se establece que las opiniones deberán transcribirse en un acta, en forma sucinta, debiendo la autoridad convocante consignar, al momento de tomar la decisión, de que forma tomo en consideración las opiniones vertidas. 


El sistema que se propicia no es aplicable a los Municipios, puesto que la Constitución Provincial (artículo 211) establece que los institutos de democracia semidirecta deberán ser incorporados en la Ley Orgánica de las Municipalidades.  

 
La idea de regular la convocatoria y funcionamiento de las Audiencias Públicas no es nueva. En particular, el proyecto que se somete a consideración del cuerpo tiene por base el despacho de la Comisión Especial para el estudio, investigación y propuestas de adecuación de las leyes actualmente vigentes de la Provincia de Buenos Aires a lo establecido por la nueva Constitución de la Provincia formulado en base a los expedientes D-621/98-99, Proyecto de Ley de los Diputados Pesce, Blanco y Salvador, denominando audiencia pública a aquella instancia de participación de la ciudadanía en el proceso de toma de decisión administrativa o legislativa; y la iniciativa D-135/99-00, Proyecto de Ley de los Diputados Nivio y Stegmayer, estableciendo el sistema de audiencias públicas. El despacho fue aprobado con fecha 2 de diciembre de 1999 y girado al Senado no obtuvo tratamiento.

 
Creemos en la utilidad del instituto para fortalecer el proceso de toma de decisión administrativa o legislativa, como que también su regulación debe ser fruto del consenso, en atención a la transcendencia de la materia constitucional. Por ello procuramos aunar los criterios necesarios para su aprobación. 

